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Resumen: 
En la actualidad cientos de personas requieren del servicio de salud por alguna circunstancia 
en especial que afecta o puede llegar a afectar la integridad física o la propia vida, por lo cual, al 
establecerse la relación médico paciente y de acuerdo a las circunstancias específicas de cada 
caso, este último confía en que su problema sea resuelto por aquel, sin embargo, cuando se trata 
de situaciones en donde se requiere transfusiones sanguíneas o la toma de una simple muestra, en 
muchos de los casos, el acto medicó resulta ser insuficiente por la mala praxis médica con el 
paciente, situación que ha conllevado a que los académicos se pregunten hasta qué punto el 
médico es responsable de sus actos y cuáles son las obligaciones del mismo en la ejecución de 
dichos procedimientos, estableciéndose de una u otra manera las consecuencias de un rito 
inadecuado y las diferentes modalidades de infracción como la culpa o el dolo. Por lo anterior y 
teniendo en cuenta que ya innumerables trabajos se han encargado de estudiar algunas de las 
diversas cuestiones relativas a la responsabilidad médica, a continuación se hará una recopilación 
de los aspectos más importantes de la responsabilidad médica en Colombia por trasfusiones de 
sangre, a fin de poder obtener un manual básico y sencillo al alcance con los principales 
elementos que permean dicho ámbito de estudio.  
Palabras Clave:  
Médico, paciente, daño, culpa, error, responsabilidad, diagnóstico, tratamiento. 
                                                 
1
 Veloza Medina, Yuly Paola. Egresada de la Facultad de Derecho Universidad Católica de Colombia. Cedula de 
Ciudadanía 1.030.573.869. Código Estudiantil 2108449. E-mail: paove16@gmail.com. Este artículo fue 
desarrollado bajo la dirección de la doctora Olenka Woolcoot, docente investigadora de la Universidad Católica de 
Colombia, 2018.  
 
3 
 
 
 
Abstract: 
In the actuality hundreds of people request the medical service by someone circunstance in 
specific that afect or can reach to afect the physical integry or the same life, whereby, settling 
down the relation doctor- patient and in accordance with the situations specific in each case, this 
last confide in that your problem be resolved by the doctor, nevertheless, when it comes to 
situations where blood transfusions are required or the taking of a sample simple, in many cases, 
the medical act turns out to be insufficient for bad medical practice with the patient, a situation 
that has led academics to ask questions what point the doctor is responsible for his actions and 
what are the obligations of the same in the execution of such procedures, establishing in one way 
or another the consequences of an improper rite and the different modes of infringement such as 
fault or fraud. For the above and taking into account that countless jobs have already been 
commissioned to study some of the various issues related to medical liability, the following will 
be a compilation of the most important aspects of medical responsibility in Colombia for blood 
transfusions, a In order to obtain a basic and simple manual within reach with the main elements 
that permeate this field of study. 
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Introducción 
A medida de que la ciencia de la medicina se fue estableciendo como la única disciplina 
capaz de atender y resolver problemas relacionados con la salud o la vida de las personas, han 
venido surgiendo diferentes problemas jurídicos de especial atención, debido a las afecciones 
que han sido generadas a los pacientes con la práctica médica en los procedimientos de 
transfusiones de sangre o de toma de una simple muestra a causa de falla en el servicio, culpa 
latente en el acto médico o dolo. 
 
No obstante lo anterior, en resolución de aquellos propósitos investigativos, nuestra 
legislación Colombiana ha desarrollado un sistema de normas que parametriza y delimita la 
responsabilidad de los médicos frente a su paciente, con el fin de que la vida y la integridad 
personal de éste no se vean transgredidos por la conducta del Galeno o propiamente de la 
institución prestadora del servicio de salud, estableciéndose de una u otra manera protocolos de 
buenas prácticas bioseguras para el manejo de medios de cultivo y de sistemas para la toma de 
muestras de sangre de interés clínico e industrial, los cuales podrían dilucidar de manera más 
clara los actos de diligencia y cuidado a los que están sometidos los profesionales de la salud y 
las entidades prestadoras del servicio para no incurrir en la vulneración del derecho a la vida o la 
salud del paciente y en consecuencia a que sea declarada responsable por la generación de daños 
y perjuicios. 
  
A propósito de la responsabilidad, se ha sostenido como clausula genérica que las 
obligaciones del Médico son obligaciones de medio y por tanto su responsabilidad llega hasta 
donde los recursos necesarios le permitan salvaguardar la integridad del paciente, pero 
igualmente también se ha sostenido que algunas obligaciones de la institución prestadora del 
servicio son de resultado por lo que entonces resulta necesario realizar una distinción de los 
diferentes tipos de responsabilidad generada por afecciones en la salud o la vida en este tipo de 
procedimientos a los que se claudica el paciente, como quiera que con lo dicho es posible 
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deducir que se vislumbran diferentes tipos de imputación de responsabilidad, respecto de las 
cuales es posible obtener una reparación integral de perjuicios. 
 
Por lo anterior, resulta necesario realizar un estudio sistemático frente a la temática 
propuesta, estableciendo por una parte la relación médico-paciente originada con el acto médico 
y por la otra, la ruta de protocolos y manuales para el procedimiento mismo bajo el concepto de 
LEX ARTIS a efectos de poder afincarnos en la responsabilidad civil en la que puede incursionar 
el afectado, avizorando previamente los diferentes riesgos inherentes y previsibles con dicho 
procedimiento.  
 
1. El acto medico 
El acto médico es considerado como aquella actividad por medio del cual una persona o 
institución con conocimientos en el área de la medicina ejecuta sobre otra persona a efecto de 
obtener una mejoría o prevenir que las condiciones de salud del paciente sufran afectaciones que 
impidan su normal desempeño como sujeto de derechos especiales en la sociedad. Pero no 
simplemente basta con decir que el acto médico es aquella actividad dirigida a obtener el 
mencionado cometido ya que por el contrario intrínsecamente se advierten unos elementos 
propios de tal acto para que sea considerado como tal per se dotado de diversas acepciones. 
Aquellos elementos con los que se encuentra dotado el acto médico se pueden resumir en: 
la profesionalidad, la ejecución de actividades bajo el principio médico de lex artis y el objetivo 
que se tiene con dicha intervención y la adecuación de la conducta al ordenamiento jurídico, tal 
cual como ha sido sostenido por los tratadistas Guzmán, Franco, Morales de Barrios & Mendoza 
Vega (1994) los cuales indicarón sobre el particular que: 
Cuatro características principales distinguen al acto médico: la profesionalidad, pues 
solamente el profesional de la medicina puede efectuar un acto médico. La ejecución típica, es 
decir, su ejecución conforme a la denominada "Lex Artis ad Hoc " (ver adelante), sujeta a las 
normas de excelencia de ese momento. El tener por objetivo la curación o rehabilitación del 
enfermo y la licitud, o sea su concordancia con las normas legales. (p. 2)   
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Por lo anterior, resulta necesario realizar unos breves comentarios sobre los mismos a 
efectos de dejar por sentadas las bases sobre el cual se supondría el perfeccionamiento del acto 
médico el cual como ha quedado dicho posee diversas acepciones las cuales también de manera 
concreta revisaremos a efectos de no permitir cualquier asentamiento de vacíos doctrinarios o 
investigativos. 
1.1. Elementos y características del acto médico 
Cuando se habla de que el acto médico es distinguido por que solo es realizado por un 
profesional de la medicina es hablar propiamente del requerimiento legal existente el 
ordenamiento jurídico con el articulo 1 la ley 23 de 1981, según el cual “la medicina es una 
profesión que tiene como fin cuidar de la salud del hombre y propender por la prevención de las 
enfermedades”, por lo tanto, indicar que es la misma ley la que prevé este requisito para que 
pueda configurarse un acto médico es del todo correcto pues la misma al valorar la medicina 
como una profesión, supone que quien la ejerce es un profesional. 
Ahora bien, respecto del requisito o elemento constitutivo del acto médico de puesta en 
marcha de la Lex Artis, es de anotar que el mismo hace referencia a la aplicación de todo 
conocimiento adquirido con el cual en estricta aplicación de los mismos, sería posible la 
obtención de un resultado positivo, siendo de esta manera la técnica el elemento formal con el 
que ante su ausencia no habría configuración del acto médico. En palabras más palabras menos, 
podemos decir que la expresión latina de lex artis o regla de la técnica de actuación de la 
profesión   
Ha sido empleada para referirse a aquella evaluación sobre si el acto ejecutado se ajusta a 
las normas de excelencia del momento. Por lo tanto, se juzga el tipo de actuación y el 
resultado obtenido, teniendo en cuenta las características especiales de quien lo ejerce, el 
estado de desarrollo del área profesional de la cual se trate, la complejidad del acto médico, 
la disponibilidad de elementos, el contexto económico del momento y las circunstancias 
específicas de cada enfermedad y cada paciente. 
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La lex artis tiene en cuenta la actuación y el resultado. Se basa en el cúmulo de 
conocimientos de la profesión en el momento en el cual se juzga o evalúa la acción médica 
y lo que con ella se obtiene. (Guzmán & Arias, 2012, p. 21) 
Lo anterior quiere significar, que la persona o institución que realiza cierta actividad de 
atención medica sobre otra, necesariamente le es exigible la aplicación de la técnica medica de 
acuerdo con la condición en la que se encuentra la persona a la que le es ejecutado cierto 
procedimiento o actividad con ocasión de un diagnostico o las medidas propias para obtenerlo. 
La excelencia en ajuste con la ciencia son entonces determinantes para la configuración de un 
acto médico. 
Consecuentemente se encuentra, que además de los elementos reseñados con anterioridad, 
se requiere igualmente la aparición del elemento objetivo del acto médico, el cual sería la 
consecución de una finalidad consistente en lograr la curación o rehabilitación del enfermo en la 
mejor manera posible de acuerdo con los mismos preceptos legales y constitucionales.   
Nótese entonces que la licitud o consonancia de la conducta con el ordenamiento legal y 
constitucional, funge en la misma forma como un elemento definitivo en la ejecución de un acto 
médico ya que el mismo está sometido a las normas de carácter supra y legal como por ejemplo 
las establecidos en los artículos 11, 12, 49 de la Constitución Nacional y Leyes 23 de 1981 y 
1438 de 2011, y Decreto 3380 de 1981, entre otras que las complementan. Sobre el particular 
Rojas Bareño (2017) en igual sentido sostuvo que: 
Es necesario que el acto médico respete las limitaciones que han sido estipuladas por la 
Ley, por el Código de Ética Profesional, así como aquellas establecidas por la moralidad 
vigente y la cultura de un contexto social determinado y en especial, las establecidas por la 
voluntad del paciente. (p. 13) 
Precisado lo anterior, es necesario advertir que nos encontramos aun con un último 
obstáculo, ya que indicar simple y llanamente que aquellos elementos constituyen un Acto 
Médico, podría generar serias controversias que indudablemente conllevarían al fracaso de la 
investigación, ya que no de manera circunstanciada sino que por el contrario como conditio 
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sine qua non, se observa el elemento contractual con la aparición del paciente, con el momento 
mismo en donde una persona se somete a un análisis y a consecuente procedimiento bajo esos 
mínimos que anteriormente se describieron. 
El mero hecho de suponer que no existe acto médico si no hay paciente es completamente 
ajustado a la realidad ya que es éste quien aparece en la escena por alguna circunstancia en 
específico que afecta su vida o su salud, por hecho voluntario o en otras ocasiones de manera 
obligatoria como es el caso de las urgencias, siendo importante enfatizar, que sin la aparición del 
paciente no existiría configuración del acto médico ya que es sobre este en quien recaen dichas 
actividades o procedimientos. 
El elemento de contractualidad es entonces también un elemento sin el cual no podría 
considerarse la configuración de un acto médico, ya que es a través de aquella disposición o 
voluntariedad del paciente y la consecuente aceptación del galeno que en definitiva se permitiría 
la configuración de un acto médico, sujeto imperiosamente al condicionamiento de los avances 
científicos y jurídicos de la sociedad actual, la cual como es bien sabido, avanza a pasos 
agigantados con la utilización de los medios tecnológicos. Tal como se citó en Albarracín Joya 
(2017): 
El principio de la autonomía de la voluntad significa que el contrato deriva su fuerza 
obligatoria de las voluntades de las partes, que son soberanas. Existen, pues, dos elementos 
en el principio de la autonomía de la voluntad: por una parte la soberanía de la voluntad, y 
por otra, la fuerza obligatoria de la voluntad (p. 86). 
De dicho elemento contractual entre el médico y el paciente, por una parte se concreta 
como tal el acto médico que hemos venido desentrañando pero también por la otra surge lo que 
la doctrina ha denominado la relación médico-paciente la cual según el artículo 5 de la 
mencionada Ley 23 de 1981 se cumple: 
1. Por decisión voluntaria y espontánea de ambas partes. 
2. Por acción unilateral del médico, en caso de emergencia. 
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3. Por solicitud de terceras personas. 
4. Por haber adquirido el compromiso de atender a personas que están a cargo de una 
entidad privada o pública. 
Nótese que el elemento de contractualidad surge no solo a partir de la voluntad de las 
partes como lo sería con los numerales 1 y 4, sino que también surge por circunstancias que 
pueden resultar ajenas a esa voluntad, como por ejemplo podría ser el caso de una persona que se 
está desangrando a causa de un accidente de tránsito grave y requiere una transfusión de sangre 
inmediatamente, no habiendo familiares cerca, pero también sería el caso en donde se somete a 
una persona a análisis y/o procedimiento por voluntad de sus representantes o de quien actúa 
oficiosamente como cuando un extraño encuentra a una señora desmayada y la lleva a un 
hospital o en igual sentido, como cuando de un hospital se requiere un examen o procedimiento 
de otro centro por la falta de recursos necesarios para atender la situación. 
Como se observa, la relación médico paciente al comprender diversidad de situaciones que 
la ponen en funcionamiento, puede generar que el acto médico no solo provenga de mutuo 
consesum sino que por el contrario también sea por la producción de un daño que en sentido 
amplio “es una consecuencia perjudicial que padece una persona con motivo de una conducta 
propia o externa” (Murcia Páez & Riaño Rodríguez, 2015, p. 102), la cual inevitablemente es 
necesaria de remediar a través de la intervención médica, aunque no exista consentimiento del 
afectado ya que per se es una situación que debe encaminarse a la protección del derecho a la 
vida y la integridad personal, ajustado al diseño constitucional el cual indica en su artículo 11 
que “el derecho a la vida es inviolable” derecho que inescindiblemente comprende la integridad 
personal. 
Así las cosas, podemos definir el acto médico como aquella actividad que un profesional 
de la medicina ejecuta sobre una persona que se somete a procedimiento médico por alguna de 
las diferentes circunstancias previstas por la misma ley o por obligación misma de la profesión 
médica propendiendo por una curación o rehabilitación efectiva de la salud de una persona 
afectada. 
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1.2.Concepto general de los riesgos médicos 
De manera genérica valga precisar, que la mayoría de prácticas médicas realizadas a los 
pacientes contiene una serie de riesgos, los cuales pueden llegar a ser determinantes para la 
ejecución de un procedimiento en la medida en que puedan ser previsibles ya que de no estarlo 
nos encontramos ante la configuración de fuerza mayor o caso fortuito, conceptos a los que 
haremos referencia en las siguientes líneas. 
Como todo acto médico implica un riesgo, para que este riesgo no sea considerado una 
agresión, su finalidad debe ser de ayuda al organismo enfermo y debe basarse en ciertas 
normas: licitud, ejecución típica, seguimiento de normas científicas universalmente 
aceptadas y profesionalismo. (Arias Paez & Guzman Mora, 2011, p. 243)  
Coincidente con lo expuesto vemos que lo indicado en el capítulo anterior es una condición 
necesaria para evitar cualquier riesgo e igualmente vemos que la situación propia es conexa a los 
artículos 10 y 12 del Decreto 3380 de 1981 que ya habían percibido el problema del riesgo y su 
previsibilidad al indicar por ejemplo que: 
 
El médico cumple la advertencia del riesgo previsto, a que se refiere el inciso segundo del 
Artículo 16 de la Ley 23 de 1981, con el aviso que en forma prudente, haga a su paciente o 
a sus familiares o allegados, con respecto a los efectos adversos que, en su concepto, 
dentro del campo de la práctica médica, puede llegar a producirse como consecuencia del 
tratamiento o procedimiento médico. 
El médico dejará constancia en la historia clínica del hecho de la advertencia del riesgo 
previsto o de la imposibilidad de hacerla. 
 
Así, el médico antes de realizar cualquier intervención médica o quirúrgica debe realizar 
una valoración de las condiciones físicas y psíquicas del paciente y así mismo se encuentra en la 
obligación de hacerlo respecto de los elementos a utilizar, informando sobre los riesgos previstos 
para la respectiva intervención, de manera tal que cuando se realice lo propio y en caso de 
obtenerse un resultado negativo con un daño, la responsabilidad quede sujeta no propiamente al 
resultado sino a la diligencia adecuada o profesional. 
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Riesgo es una medida que refleja la probabilidad de que se produzca un hecho o daño a la 
salud (enfermedad o muerte); un primer embarazo, alta paridad, embarazo en edad 
reproductiva precoz o tardía, abortos previos y desnutrición. Un Factor de Riesgo es 
cualquier característica o circunstancia detectable de una persona o grupo de personas que 
se sabe asociada con la probabilidad de estar especialmente expuesta a desarrollar o 
padecer un proceso mórbido, sus características se asocian a un cierto tipo de daño a la 
salud (Senado Dumoy, 1999, p. 449). 
Los riesgos entonces son previsibles en la medida en que la ciencia de la medicina a través 
las diferentes investigaciones los haya venido determinando, como por ejemplo, el riesgo que 
presenta una mujer gestante a los 60 años o así mismo el riesgo que representa utilizar una 
misma aguja para la extracción de sangre en más de dos personas, todo lo cual nos permite 
concluir que al avizoraren dichos situaciones de inminente riesgo, el médico debe ser franco con 
el paciente, explicándole el alcance de los mismos.   
Ahora bien, también nos encontramos con la posibilidad de que el riesgo no sea previsto 
para lo cual entonces tendríamos que estar a lo dispuesto en las normas reguladoras y la misma 
jurisprudencia ya que a partir de dichos textos es que se ha logrado consensuar en la 
significación de fuerza mayor o caso fortuito, evidenciando que únicamente se configuran 
cuando estrictamente se cumplen unos requisitos especiales de evitabilidad o de diligencia y 
cuidado. 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha diferenciado la fuerza mayor del caso 
fortuito, en tanto la fuerza mayor es causa extraña y externa al hecho demandado; se trata 
de un hecho conocido, irresistible e imprevisible, que es ajeno y exterior a la actividad o al 
servicio que causó el daño. El caso fortuito, por el contrario, proviene de la estructura de la 
actividad de aquél, y puede ser desconocido permanecer oculto, y en la forma que ha sido 
definido, no constituye una verdadera causa extraña, con virtualidad para suprimir la 
imputabilidad del daño (Corte Constitucional, 2016, p. 2) 
En definitiva dadas las circunstancias específicas que rodean al paciente para que se vea en 
la necesidad de requerir o acudir al servicio médico por afecciones en la salud, pueden surgir 
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diferentes situaciones configurativas de un riesgo; el hecho mismo de que la relación médico 
paciente sea por voluntad de las partes o simple y llanamente por actuación oficiosa de quien 
presta el servicio de salud que se encuentra en la obligación legal de procurar la preservación de 
la salud o la vida bajo el marco mínimo de la dignidad humana, representa por sí mismo un 
riesgo de diversa índole de acuerdo con las circunstancias específicas del caso. 
 
Igualmente de lo expuesto con anterioridad, se observa que de la práctica médica pueden 
surgir una serie de riesgos que condicionan la no producción de un resultado lesivo, por lo cual, 
ante la advertencia de tales, vemos que el Galeno se encuentra en la obligación de realizar 
cabalmente al paciente las advertencias necesarias que permitan comprender las consecuencias 
que podrían producirse aunque se actué de manera prudente y diligente como lo haría cualquier 
otro médico medio. 
 
Así las cosas, es de advertir que en cada caso el riesgo puede ser de mayor o menor daño 
probable en el cuerpo de quien es sometido a una práctica médica, por lo cual, en el transcurrir 
del tiempo han sido diseñados unos instrumentos técnicos y científicos que brindan herramientas 
al galeno para que pueda disminuir dichas probabilidades de daño con el acto médico, logrando 
establecer de una u otra forma lo que se ha llamado la lex artis, pues a más de que parezcan unas 
simples recomendaciones en sí mismo seria el estricto cumplimiento de unas formalidades que 
demuestran la manera en como puede ser evitado un perjuicio.  
 
2. Procedimiento médico de transfusión de sangre o toma de una muestra. 
 
Una vez determinadas las generalidades del acto médico y sus elementos, en seguida se 
encuentra necesario realizar un estudio más detallado respecto de lo que demandaría una 
intervención médica de transfusión de sangre o toma de una simple muestra, bajo el marco de lo 
que es considerado la lex artis que quedo enunciada de manera general con anterioridad, 
partiendo del lineamiento de protocolos y manuales diseñados para la conducción efectiva de 
este tipo de procedimientos, que como cualquier otro lleva inmerso un riesgo, quizá en una 
mayor o menor medida tal como ha quedado precisado. 
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2.1.  Lex Artis. 
 
La lex artis es un concepto que se encuentra ligado a la aptitud del galeno ejercida sobre el 
paciente, encaminada a obtener la mejoría o rehabilitación del mismo de acuerdo con las normas 
técnicas de su profesión, o en otras palabras la LEX ARTIS es el conjunto de características 
especiales que debe tener un profesional de la medicina en el acto médico, las cuales permiten 
determinar “si la actuación del profesional se ajusta al concepto de excelencia en el momento en 
que se juzga dicha actuación. La Lex Artis se aplica para la medición de la obra o el resultado 
obtenido por un profesional” (Layton Prieto & Martínez Caballero, 2015, p. 34). 
 
Según el Diccionario de la Real Academia Española cuando se hace alusión del adjetivo 
excelente se hace referencia a algo o alguien que “sobresale por sus óptimas cualidades”, es 
decir, que cuando se habla de lex artis el cual comprende dentro su estructura conceptual la 
excelencia aplicada, estamos hablando de que el galeno con aquellos elementos distintivos de la 
naturaleza o de su propia profesión debe resaltar sobre los demás en la ejecución de sus 
actividades las cuales deben concordar con los avances científicos. 
 
En este orden de ideas, nuevamente es propio resaltar que la lex artis es configurada 
cuando el médico actúa no como cualquier otro hombre prudente y diligente en sus propios 
negocios, sino como cualquier otro médico o profesional de la medicina que en abstracto evitaría 
un resultado lesivo. Sin embargo, dicha ejecución típica que como se ha dicho debe ser ajustada 
a los avances de la ciencia misma, debe ponderarse en cada caso en específico de acuerdo con los 
tipos de perfiles médicos ya que como bien es sabido la ciencia de la medicina comprende 
diversas ramas o especialidades, así que no puede ser exigible la misma conducta de un médico 
especialista a un médico general quien someramente ha adquirido los principios básicos y 
generales de la ocupación. 
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Dentro de la medicina existen actos de distinta complejidad. No es lo mismo un acto 
diagnóstico que uno quirúrgico. No es lo mismo formular un analgésico que practicar una 
transfusión sanguínea. Dentro de esta óptica, en la evaluación del acto médico, deben 
tenerse en consideración la mayor parte de variables que inciden en la consecución de un 
resultado, particularmente la complejidad del acto en sí, la gravedad de recursos técnicos y 
humanos, y la preparación de quien ejerce. La Lex Artis tiene en cuenta la actuación y el 
resultado. Se basa en el cúmulo de conocimientos de la profesión en el momento en el cual 
se juzga o evalúa la acción médica y lo que con ella se obtiene. (Guzmán Mora, Franco 
Delgadillo, & Rodríguez, 1998, p. 7) 
 
Así las cosas, ya pudiendo dar por entendido que existen diferentes tipos de reglas, técnicas 
o conocimientos encaminados a establecer la excelencia de cada acto médico, a continuación se 
realizara un estudio breve de la ruta de manuales o protocolos que resultan de necesaria 
observancia o aplicación por parte del profesional de la medicina o de sus intervinientes para la 
ejecución de un procedimiento transfusional o de toma de una simple muestra, tema el cual es 
objeto de principal análisis en el presente artículo investigativo.  
 
2.2. Ruta de protocolos y manuales 
 
Debido a que el manejo y disposición de componentes sanguíneos para uso clínico u 
hospitalario presenta gran complejidad, diferentes instituciones gubernamentales y no 
gubernamentales han ido estableciendo un abanico de manuales y protocolos para el 
fortalecimiento del acceso universal a sangre segura para transfusión, constituyentes de lex artis, 
aplicables también al simple procedimiento de toma de una simple muestra. 
 
Dichos documentos permiten dar cuenta los criterios o parámetros mínimos de estrategia 
que se deben observar en el acto de disposición de componentes sanguíneos o sus derivados a 
efectos de no incurrir en afecciones que atenten contra la vida o la integridad personal del 
paciente, o dicho de otro modo, para que progresivamente el acceso universal a la sangre antes 
mencionado se garantice en condiciones de calidad disminuyendo el riesgo de contagio 
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infeccioso inminente ante la ausencia de observación de aquellos mínimos estandarizados a nivel 
global y regional.  
 
Así las cosas, vale la pena establecer a continuación cuáles son los principales documentos 
que constituyen Lex Artis en los procedimientos indicados, más allá del consentimiento 
informado del paciente, realizando una breve descripción de los mismos con el propósito de 
poder establecer su aplicabilidad en la materia, sin que podamos entrar en mayor detalle sobre las 
rutas establecidas que permitirían garantizar la seguridad sanguínea. 
Tabla 1. Documentos que constituyen Lex Artis en los procedimientos indicados 
DOCUMENTO ENTIDAD DESCRIPCIÓN URL 
 
Protocolo de 
Londres  
 
Organización 
Mundial de la 
Salud - OMS 
El texto vislumbra la 
metodología sobre la cual 
puede disminuirse el riesgo 
de incidentes clínicos 
https://www.minsalud.go
v.co/sites/rid/Lists/Biblio
tecaDigital/RIDE/DE/CA
/PROTOCOLO_DE_LO
NDRES_INCIDENTES
%20CLINICOS.pdf 
 
El uso clínico de la 
sangre en Medicina 
General, 
Obstetricia, 
Pediatría y 
Neonatología, 
Cirugía y 
Anestesia, Trauma 
y Quemaduras 
 
 
 
 
 
Organización 
Mundial de la 
Salud - OMS 
Explica los riesgos asociados 
con las transfusiones 
sanguíneas, así como las 
medidas de seguridad que se 
deberían adoptar en el 
procedimiento para lograr un 
uso apropiado de la sangre y 
las formas de minimizar la 
necesidad de transfusión en 
los diferentes casos 
expuestos.  
 
 
 
 
https://www.who.int/bloo
dsafety/clinical_use/en/
Manual_S.pdf 
 
Desarrollando una 
Política Nacional y 
 
Organización 
Mundial de la 
Permite establecer las 
características mínimas que 
debe contener el desarrollo 
 
https://www.who.int/bloo
dsafety/clinical_use/en/
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Guías para el uso 
clínico de la sangre 
Salud - OMS de una política nacional y 
guías para el uso clínico de la 
sangre  
WHO_BLS_98.2_S.pdf 
 
Guía de práctica 
clínica para el buen 
uso de la sangre, 
sus 
Componentes y 
derivados 
 
 
Organización 
Panamericana 
de la Salud 
(OPS) 
Permite dar cuenta de las 
estrategias cuya aplicación 
permita alcanzar la seguridad 
transfusional y minimizar los 
riesgos asociados 
 
http://asp.salud.gob.sv/re
gulacion/pdf/guia/Guia_b
uen_uso_sangre_y_deriv
ados.pdf 
 
 
 
Política Nacional 
de Sangre 
 
 
Ministerio de 
Salud y 
Protección 
Social 
Establece cada uno de los 
ejes sobre los que se debe 
desarrollar el acceso a la 
sangre y los principios bajo el 
contexto de la política 
mundial. 
https://www.invima.gov.
co/politicas-en-bancos-
de-sangre-y-
componentes/politica-
nacional-de-sangre-
pdf/detail.html 
 
 
 Guía de práctica 
clínica basada en la 
evidencia para el 
uso de 
componentes 
sanguíneos GPC-
2016-62 
 
 
 
Ministerio de 
Salud y 
Protección 
Social 
Establece el conjunto de 
requisitos mínimos que deben 
aplicarse a la terapia 
transfusional para poder 
lograr el uso racional y 
seguro de los recursos 
transfusionales bajo el 
reconocimiento temprano de 
prácticas no seguras que 
convergen en desenlaces 
infortunados. 
 
 
http://www.iets.org.co/gp
c_adopcion_2016/Docu
ments/GPC%20Uso%20
de%20componentes%20s
anguineos%2023102017
%20VF.pdf 
Guía técnica 
“buenas prácticas 
para la seguridad 
Ministerio de 
Salud y 
Protección 
 http://www.acreditacione
nsalud.org.co/ea/Docume
nts/Guia%20Buenas%20
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del paciente en la 
atención en salud” 
Social Practicas%20Seguridad
%20del%20Paciente.pdf 
Fuente: Elaboración Propia 
Nótese que los elementos configurativos de la lex artis en los procedimientos de 
transfusiones de sangre emergen de una serie de recomendaciones incluidas en los textos de 
dichas entidades gubernamentales e incluso también establecidas por particulares en atención al 
riesgo inminente en “el manejo de las donaciones de sangre, el procesamiento y los 
procedimientos relacionados con su uso terapéutico y uso adecuado de la sangre, que están más 
relacionados con banco de sangre y servicios de transfusión” (Ministerio de Salud y Protección 
Social, s.f, p. 15).  
 
3. Desde 1975, la Asamblea Mundial de la Salud y el Consejo Ejecutivo de la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) han considerado diversos documentos y han 
adoptado varias resoluciones relacionadas con la seguridad sanguínea (WHA28.72 [1975], 
EB79.R1 [1987], WHA40.26 [1987], WHA45.35 [1992], WHA48.27 [1995], WHA53.14 
[2000], WHA55.18 [2002], WHA56.30 [2003], WHA58.13 [2005], WHA63.12 [2010], 
WHA63.18 [2010] y WHA63.20 [2010]) (3-14).  
4. En la Región de las Américas se han aprobado varias resoluciones relacionadas con el 
tema: CD41.R15 (1999), CD46.R5 (2005), CE142.R5, (2008) y CD48.R7 (2008). En el 
2014, los países de la Región aprobaron el Plan de acción para el acceso universal a sangre 
segura 2014-2019, (documento CD53/6) y la resolución correspondiente (CD53.R6 ) en la 
que se insta a los Estados Miembros a implementar el Plan de acción y a la Directora a que 
monitoree y evalúe la ejecución de este plan de acción e informe periódicamente a los 
Cuerpos Directivos (15-22). (Organización Panamericana de la Salud, 2017, p. 1) 
 
Dichas directrices o instrumentos regionales e internacionales como se ha venido 
sosteniendo a lo largo de este acápite, constituyen una serie de garantías para la población que 
requiere una transfusión de sangre o se ve compelido a someterse a la toma de una simple 
muestra para el análisis de sus componentes y sus posibles agentes infecciosos, todo lo cual, 
permite concluir que para la ejecución de un procedimiento de tal índole que implica como todo 
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un riesgo se deben aplicar dichos avances científicos reflejados con los documentos anotados, 
entre otros documentos que han sido diseñados en su carácter institucional. 
 
Obsérvese igualmente que en la actualidad estas diversas prácticas estandarizadas permiten 
la seguridad sanguínea y el acceso a esta en condiciones de calidad lo cual ha sido el foco de 
atención en estos procedimientos ya que de por si es por la falta de esta garantía, que 
innumerables casos de contagios infecciosos han compenetrado no solo a unos cuantos 
habitantes del territorio nacional sino a una buena parte de la población mundial. 
 
Ahora bien, como quiera que la medicina transfusional es aplicable a una gran cantidad de 
casos, los lineamientos específicos antes de realizar el procedimiento se encuentran dados de 
acuerdo al tipo de situación en donde se ha previsto la probable activación de una transfusión de 
sangre, de los cuales podrían rememorarse: la realización de un diagnostico apropiado del 
paciente a través del ordenamiento de exámenes en casos donde el riesgo puede ser previsible, 
como en la cirugía cardiaca, y la aplicación o materialización de ciertos procedimientos 
estándares o imperiosos como la medición temprana y permanente de “Temperatura, Gases 
arteriales, Calcio ionizado, Hemoglobina, Recuento de plaquetas, PT/INR, TTPa y Fibrinógeno” 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2016, pág. 36) en casos de sangrado crítico, que podría 
darse por ejemplo con “importantes pérdidas de sangre que pueden desarrollarse rápidamente 
alrededor del momento del parto en ausencia de compromiso hemodinámico” (MinSalud, 2016, 
p. 55) o lo mismo durante el sangrado ocasionado con un disparo en el brazo o la pierna de una 
persona. 
 
3. Responsabilidad médica por daño en procedimiento de transfusiones de sangre o 
toma de muestra. 
 
Tal como ha quedado aclarado en las líneas anteriores, el acto médico adquiere real 
importancia en tanto que debe seguir estrictamente el diseño legal, institucional y técnico de la 
medicina con todas las adendas que ello implica, a efectos de disminuir en su máximo posible el 
riesgo de contagio de una enfermedad a través de la terapia transfusional o en la toma de una 
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muestra, como por ejemplo del VIH, ya que la posibilidad de que la sangre transfiera 
enfermedades de una persona a otra puede ser bastante factible. 
 
La aparición del VIH y los efectos alarmantes de esa enfermedad en el mundo han 
comprometido la confianza inspirada por la tecnología médica y depositada en la gestión 
del riesgo transfusional. El mito de la impureza de la sangre ha encontrado una 
actualización con el VIH, con lo que ha cambiado el modo de percibir el valor terapéutico 
de la sangre objeto de transfusión o base de preparación de fármacos hemoderivados 
(Woolcott Oyague, 2017, p. 18) 
 
3.1. Riesgos propios del procedimiento 
 
De lo anotado, se evidencia claramente que el riesgo más asociado al manejo de la sangre o 
sus derivados es el de contagio de enfermedades que como todas, afectan la vida o la salud de 
quien es sometido a procedimiento, por lo cual, iniciando esta ruta de determinación de los 
riesgos más vinculados con dicha actividad resulta indispensable determinar la razón propia de 
los mismos con el fin de lograr consecuentemente relacionarlo con la culpa o el error que 
desembocan en el concepto de responsabilidad. 
 
El riesgo de contagio de enfermedades por el manejo de sangre de una persona a otra 
puede deberse a diferentes tipos de situaciones como por ejemplo una ruta de transmisión 
inapropiada de la sangre, unos instrumentos infectados o la exposición del fluido a agentes 
infecciosos que se pasean por el aire, de las cuales “la ruta de transmisión más común en el 
laboratorio es la inoculación directa; sin embargo, también se pueden presentar otras rutas de 
transmisión como la vía oral y la vía percutánea” (Amado Torres, 2017, p. 17) 
 
Nótese, que a más de que el riesgo de contagio de la sangre puede ser por el uso 
inapropiado de los elementos de extracción de la misma, lo cual constituiría indiscutiblemente 
una vulneración de la lex artis ya que es sabido que cuando se realiza este procedimiento todos 
los elementos deben estar desinfectados y en algunos casos esterilizados, también se encuentra 
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que el mismo puede ser por la aprensión de virus o bacterias a través de las mucosas superiores o 
la misma piel. 
 
Entonces, el riesgo de contagio de enfermedades en el procedimiento de transfusión o de 
toma de una simple muestra es inherente al mismo y no está supeditado a situaciones 
imprevisibles, teniendo en cuenta que el fluido hemático es tan sensible que ha permitido 
clarificar con la ayuda de las tecnologías los diferentes momentos en que el material puede 
representar un peligro para la vida o salud de los demás. Sin embargo como quedo expuesto, 
siendo la transfusión directa el medio más causalista de infección de enfermedades es 
comprensible que pueda ser por lo inmanejable que resultan los agentes infecciosos. 
 
Las sustancias infecciosas constituyen un tipo de mercancías peligrosas que hacen parte 
de la vida cotidiana de quienes laboran en el sector salud, incluyendo los intervinientes en 
la cadena de transporte y son un riesgo para quienes las manipulan sobre todo si lo hacen 
omitiendo las medidas de bioseguridad, y de ella hacen parte las que contienen agentes 
patógenos o se cree de manera razonablemente que los contienen (Montenegro Abadía, 
2015, p. 7) 
 
El riesgo inminente de contagio, al encontrarse previsto como posibilidad de acaecimiento 
sobre el cuerpo de otra persona a causa de la terapia transfusional o la toma de una muestra, es 
posible evitarlo en la medida en que sean cumplidos los protocolos o procedimientos enmarcados 
en los documentos enunciados en el acápite anterior, de tal modo que pueda garantizarse la 
continuidad de una vida digna al paciente, esto es, en las mismas condiciones en que se 
encontraba al momento de ser sometido a procedimiento. 
 
 No obstante lo anterior, es preciso señalar que en la descripción de dichos protocolos o 
manuales se encuentra que una de las maneras más adecuadas de evitar el contagio a raíz de la 
transfusión, es la realización de un tamizaje o lo que es lo mismo la verificación de los 
componentes sanguíneos previo a realizar el procedimiento, con el propósito de lograr identificar 
agentes infecciosos. “En Colombia, en 1993, se reglamentó el tamizaje de los componentes 
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sanguíneos para diferentes marcadores de infección - decreto 1571, agosto 1993, Ministerio de 
Salud -, incluyendo el marcador de infección por VHC” (Arroyave et al., 2014, p. 384), sigla que 
correspode a la infección de Hepatitis C.  
 
Sin embargo, el hecho de que el riesgo se encuentre previsto, igualmente las posibilidades 
de inevitabilidad son del mismo tamaño que el propio riesgo, ya que los agentes infecciosos que 
pueden adherirse al fluido sanguíneo en el procedimiento de extracción o de transfusión puede 
llegar a ser inmanejable porque las moléculas o células son tan pequeñas e imperceptibles que 
con la sola exposición del fluido así sea por segundos o milésimas de segundos, el riesgo puede 
sobrevenir al punto de generar las acotadas afecciones, entonces, “de allí que a pesar de la 
imprevisibilidad de algunos efectos nocivos para la salud que puede tener dicho procedimiento 
que ha pasado los controles sugeridos por la reglamentación existente, los casos individuales de 
daños derivados” (Woolcott Oyague & Fonseca Castro, 2018, p. 86) del contagio, en la práctica 
han de permanecer de por vida con el paciente.  
 
Ahora bien, en la práctica no solo existe el riesgo de transmisión de enfermedades con el 
acto transfusional o de toma de una muestra, sino que además existe el riesgo de muerte, caso el 
cual se presenta por ejemplo cuando se hace una transfusión sanguínea entre grupos de RH no 
compatibles a causa del indebido embalaje y rotulamiento del material hemático o por la mera 
equivocación del tratante, así, “la transfusión sanguínea entre grupos compatibles (como O+ a 
O+) por lo regular no causa ningún problema pero las transfusiones de sangre entre grupos 
incompatibles (como A+ a O-) causan una respuesta inmunitaria” (MedlinePlus, 2018, p. 1) 
generando la muerte por la reacción inmediata e inherente de dicho acto que es completamente 
negativo e inaceptable en el cuerpo humano.  
 
Desentrañable es de lo expuesto, que cuando sucede o es evidente el contagio de una 
enfermedad sobre el cuerpo de otro a causa de la transmisión sanguínea o se evidencia la muerte 
como acaba de explicarse, se producen protuberantemente unos daños ocasionados a título de 
dolo, culpa o error, imputable como ya lo vimos al galeno propiamente o a la institución 
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prestadora del servicio de salud junto con sus aliados que podrían ser igualmente responsables en 
su calidad de intervinientes. 
 
Así las cosas, como quiera que los riegos previstos en las terapias de transfusión de sangre 
ya se encuentran plenamente establecidos y pueden llegar a ser evitables en tanto puede 
determinarse con prontitud la existencia de agentes infecciosos en la sangre o igualmente lo 
mismo respecto de elementos que se encuentran plenamente certificados para el procedimiento, 
queda por resolver lo que sucede frente a la cuestión de responsabilidad cuando el riesgo no se 
ha podido evadir. Todo apunta como se ha dejado enunciado a que deba entrarse en valoración 
del modo de imputación aceptado en el sistema jurídico colombiano para poder determinar el 
grado de responsabilidad. 
  
3.2. Daño, culpa y nexo causal 
 
La culpa consiste en aquello que no habría hecho “el buen padre de familia” o el “hombre 
razonable”, el error lo puede cometer cualquier sujeto, aun el más precavido, pues en este 
caso destaca el carácter estadísticamente imprevisible de los errores (Woolcott Oyague, 
2015, p. 66) 
Una vez verificados los diferentes tipos de obligaciones que generan responsabilidad 
médica en caso de incumplimiento, es preciso señalar a que título y que requisitos se necesitan 
para endilgarse aquella, ya que tal como lo dispone el artículo 2341 del Código civil “el que ha 
cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin 
perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”, todo lo cual 
se garantiza en virtud de la protección del derecho a la vida y la salud contemplados en nuestra 
Constitución Nacional.  
 
De lo anotado anteriormente se desprenden dos elementos de suma importancia para 
enrostrar la responsabilidad civil a causa de una mala praxis médica o por error en el 
procedimiento realizado sobre el paciente, los cuales son: por una parte el elemento objetivo de 
la conducta y por la otra el daño, de lo cual debe anotarse debe existir relación nexo causal. 
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 Nótese para el caso que nos atañe, que se incurre en el incumplimiento de las 
obligaciones cuando se ha demostrado por una parte un daño sobre la persona a consecuencia de 
un acto negligente o poco diligente en relación con la actividad que cualquier otro profesional de 
la misma especialidad hubiera podido realizar sobre esa misma persona o cuando por error 
igualmente se ha producido sendo perjuicio. 
 
Siendo entonces el daño “un elemento esencial de la responsabilidad civil en general” 
(Restrepo Giraldo, 2015, p. 18) , es pertinente anotar cuando existe daño, ya que sin la existencia 
de éste no puede predicarse tal responsabilidad, por lo tanto, podría decirse que existe daño 
cuando por la conducta del galeno el paciente ha tenido un perjuicio o detrimento en su salud y 
por lo tanto ha tenido que resolver las consecuencias del mismo asumiendo costos adicionales de 
la intervención, ha dejado de percibir un ingreso que era habitual porque ha tenido que 
permanecer hospitalizado o incapacitado y ha empezado a vivir en la congoja, el dolor y el 
desespero, lo cual constituye un daño moral. Por su parte Maciá Gómez (2010) sostiene que: 
 
En general, por daño entendemos todo deterioro, limitación o sufrimiento causado en un 
objeto, un derecho o a una persona. En economía, dañar es disminuir la utilidad mercantil 
del patrimonio de un individuo o de un objeto susceptible de valoración pecuniaria. En 
Derecho, la palabra “daño” significa el detrimento, perjuicio o menoscabo que una persona 
sufre a consecuencia de la acción u omisión de otra y que afecta a sus derechos personales 
o reales (p. 21). 
 
En este orden de ideas ya teniendo de primera mano el concepto de daño el cual se muestra 
como elemento constitutivo de la responsabilidad civil, ahora se encuentra procedente verificar 
cuales son los diferentes tipos de la conducta en que puede incurrir el Médico Ortopedista y para 
ello es menester revisar el artículo 63 del Código Civil que con mérito de todo lo expuesto, ha 
precisado que existen tres tipos de culpa en la producción de un daño, tales como la culpa lata, 
leve o levísima, dando por sentado que se incurre en alguna de ellas cuando:  
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1. No se ha tenido el cuidado que hubiera utilizado incluso una persona negligente en la 
realización de sus labores, lo cual es equivalente a la intensión positiva de producir un 
daño a otro en materias civiles  
2. No se ha tenido el cuidado mínimo que tiene un hombre en sus negocios ordinarios 
y  
3. No se ha tenido el cuidado que tendría un hombre juicioso y esmerado en la 
administración de sus negocios o realización de sus actividades. 
 
Sobre el particular vale señalar que cuando se hace referencia a la culpa lata se está 
indicando que quien incurrió en ella es porque no observo la conducta que debió haberse 
observado, estableciendo una conducta desviada bien sea por torpeza o por ignorancia, lo cual se 
podría desdeñar en el siguiente ejemplo: 
 
Si una joven llega a un consultorio medicó con el fin de realizarse una prueba de sangre 
para probar la paternidad y en dicho centro aun contando con los medios necesarios para poder 
evitar un contagio con la toma de la muestra, extraen la sangre sin guantes y con la aguja que fue 
precedida de 3 o más pacientes, se evidencia a todas luces culpa lata o lo que es equivalente al 
dolo, sea ello porque a sabiendas de que probablemente podría ocasionarse daños con dicha 
actuación, se confía imprudentemente en evitar los mismos. Esta es la llamada culpa consciente y 
desde luego la más grave como se observa de la normativa antes expuesta.  
 
Si es el común denominador que los médicos o enfermeros cuando se enfrentan a estos 
casos deben realizar el procedimiento con elementos o instrumentos desinfectados y/o 
esterilizados pero se omite la realización de tal acto, pues entonces nos encontramos con una 
conducta contraria a las costumbres y los fines de la propia medicina, referentes al cuidado y 
respeto para con el paciente. En este caso, el médico sería responsable no por una acción 
propiamente sino por una omisión, porque su deber primeramente era realizar el procedimiento 
con la instrumentación prescrita por la ciencia lo cual incluso hubiera hecho una persona 
negligente. 
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 Otro caso sería, cuando al momento de realizar una transfusión de sangre no se realiza la 
prueba de tamizaje a la cual ya se hizo alusión, pues en este caso, igualmente como ya bien lo 
sabemos, si no se realiza se corre el riesgo de contagio, situación tal que conduce a concluir, que 
como quiera que aquella también es una práctica establecida en los manuales, daría lugar a la 
concurrencia de culpa lata; diferente sería el caso en donde el tamizaje se realiza, pero mal, en 
este caso el requisito mínimo era realizar la prueba, por lo tanto la responsabilidad podría ser 
atribuible a título de culpa leve o incluso podría haber eximente de responsabilidad, teniendo en 
cuenta el error con el cual podría arroparse hasta una misma persona de las mismas cualidades 
profesionales. 
 
En el caso específico de las transfusiones puede resultar el caso último anotado con 
anterioridad, donde no haya podido ser perceptible algún tipo de agente infeccioso aun habiendo 
realizado el tamizaje, pues por ejemplo, en el caso de la transmisión de VIH “los anticuerpos que 
produce el cuerpo contra el VIH son detectables sólo de tres a seis meses después del momento 
en que la persona se infecte. A esto se le conoce como “Ventana Inmunológica” o “Periodo de 
Ventana” (UNICEF, 2005, p. 44). Lo anterior quiere decir, por ejemplo, que si un donante de 
sangre adquirió el virus anotado 10 días antes de la donación, resulta imposible para quien 
realiza la prueba de tamizaje, encontrar el agente infeccioso antes de los periodos señalados.  
  
Álvarez Carrasco (2017) sobre el particular afirma que: 
 
Cada prueba tiene un periodo de ventana específico. En aquellas pruebas que sólo 
detectan anticuerpos (por ejemplo, el ELISA de tercera generación) puede ser tan breve 
como tres a cuatro semanas; sin embargo, por lo general se acepta que el 97% de los 
infectados producirá anticuerpos detectables tres meses después de la infección, quedando 
un pequeño porcentaje de infectados que requerirá de seis meses a más para producir una 
cantidad de anticuerpos detectable. En aquellas pruebas que detectan simultáneamente 
antígenos y anticuerpos (por ejemplo, el ELISA de cuarta generación), el tiempo de 
detección suele ser menor, aunque subsiste la controversia sobre la cuantía de esta 
reducción (p. 313). 
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Este deber objetivo de cuidado es coincidente con el principio u obligación de seguridad 
que adquiere el médico o la institución prestadora del servicio de salud al ejercer una actividad 
peligrosa que se encuentra en prácticamente la totalidad de los actos médicos, aunado a las 
situaciones anteriores, “es decir, ante el reconocimiento del carácter riesgoso o aleatorio del acto 
médico, surge la necesidad de contemplar determinadas obligaciones de seguridad de resultado, 
que no admiten la excusa de la diligencia ni del error de conducta” (Woolcott Oyague, 2015, p. 
67). 
Nótese, que la imputación objetiva del daño corresponde a un hecho generador o a un 
actuar, más precisamente a un proceder imperfecto o mal ejecutado y esto quiere decir que 
cuando acaece el daño, nace a la vida jurídica lo que se ha llamado nexo causal, es decir la 
estrecha relación entre el hecho y el daño.  
 
El nexo causal se entiende como la relación necesaria y eficiente entre el hecho generador 
del daño y el daño probado. La jurisprudencia y la doctrina indican que para poder atribuir 
un resultado a una persona y declararla responsable como consecuencia de su acción u 
omisión, es indispensable definir si aquel aparece ligado a esta por una relación de causa-
efecto. Si no es posible encontrar esa relación mencionada, no tendrá sentido alguno 
continuar el juicio de responsabilidad. (Patiño, 2008, p. 193) 
 
Así las cosas, es oportuno precisar que la responsabilidad civil del galeno en el 
procedimiento de transfusión de sangre o toma de una simple muestra, no solo se encuentra 
precedido con la mera verificación de un daño, sino que el mismo debe ser producto de un mal 
proceder el cual no se presume sino que por el contrario debe probarse, teniendo en cuenta como 
se ha visto los riesgos imprevisibles, inevitables o inherentes. 
 
Para los hermanos Henry y León Mazeud, la institución de la responsabilidad se encuentra 
integrada por tres grandes pilares, como lo son: el daño, la culpa y el nexo causal. No obstante, 
dichos elementos tradicionales han venido siendo atacados por algunos sectores de la doctrina en 
el entendido de que han llegado a sostener que aquellos elementos pueden simplificarse a dos, 
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como: (i) el hecho ilícito o antijurídico, y (ii) el daño que afecta un interés ajeno. Luego entonces 
en lo que respecta a la institución de la responsabilidad médica, será antijurídico el daño que el 
paciente no deba permitir, distintivamente porque el daño no es inherente a su estado normal de 
salud. (Acosta Madiedo, 2010) 
 
CONCLUSIONES 
 
Con todo lo anterior, es correcto afirmar que el acto médico puede llegar a un nivel de 
complejidad tan alto que podría conducir la efectividad de determinado procedimiento al éxito o 
al fracaso, si se tienen o no en cuenta los dictados de la ciencia y la técnica utilizados en cada 
caso en específico, es decir, que una de las características principales de una intervención médica 
es lo que ha sido denominado el principio de lex artis, igualmente conocido como aquellas 
cualidades o conocimientos específicos de la ciencia que deben ser observados por el profesional 
de la medicina. 
 
Ciertamente dichos principios o cualidades que pueden ser generales o especialísimos se 
encuentran sistematizados a través de un conjunto de reglas y/o procedimientos que ha ido 
desarrollando la ciencia médica y jurídica, así por ejemplo, para el procedimiento transfusional o 
de toma de una simple muestra el diseño institucional ha establecido unas ritualidades sin las 
cuales no podrían llevarse a cabo dichas intervenciones.   
 
Entonces, el tamizaje, la utilización de elementos esterilizados o sin usar y en algunos 
casos la toma de signos vitales revelarían de manera casi que segura la no producción de un 
riesgo, el cual como ha quedado dicho puede consistir en el contagio de una enfermedad o 
incluso la misma muerte. El riesgo se sumerge en ese sin número de condiciones preliminares de 
la terapia transfusional o de toma de una muestra a efectos de que pueda ser evitado. 
 
De otra parte, encontramos que ese sin número de condiciones para el ejercicio de dicha 
actividades obedece a la protección del derecho a la vida y la integridad personal del paciente 
quien pretende o espera que el galeno trate o rehabilite alguna enfermedad, pero igualmente 
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responde a la directrices de la Organización Mundial para la Salud e incluso la Organización 
Panamericana de la Salud quienes por medio de las diferentes resoluciones atenientes a la 
seguridad sanguínea aplicables a nivel global identifican para cada caso el procedimiento a 
seguir. 
 
Dichas directrices como se ha venido sosteniendo, corresponde a la identificación de una 
actividad riesgosa como lo es el manejo de componentes sanguíneos, la cual puede producir un 
daño sobre quien se somete a alguno de los procedimientos descritos a tal punto de que 
indefectiblemente la acostumbrada vida en condiciones de dignidad se ve fragmentada en su 
totalidad no solo afectando directamente a quien lo padece sino también a las personas que lo 
rodean. 
 
Ahora bien, nos damos cuenta igualmente que todas y cada una de las guías y protocolos 
para el procedimiento transfusional se encuentran contenidas en una serie de documentos no 
instituidos como ley o bajo el parámetro de norma propiamente dicho, lo cual a todas luces 
reflejaría un tanto de inseguridad jurídica ya que si bien dichos protocolos o procedimientos son 
los adecuados para realizar tal práctica, emanan de instituciones regionales e internacionales 
dando alcance a lo que sería la lex artis en ese procedimiento, entonces ¿hace falta regulación 
específica en el sistema jurídico colombiano dada la desconcentración o diversidad de 
parámetros o directrices emitidas por las instituciones regionales e internacionales? 
 
En efecto, la respuesta a dicha pregunta, aunque apresurada, sería sí, debido a que como se 
observa, en caso de que ocurran anomalías en dichos procedimientos, el perjudicado debería 
remitirse a un sin número de documentos que no le propinan un contexto jurídico concreto y 
claramente vinculante para la determinación de responsabilidad del Galeno, entre otras cosas, 
porque como se ha vislumbrado, dicha responsabilidad depende de la lex artis, concepto que 
podría convertirse en algo muy vago ante la ausencia de una reglamentación por parte del 
gobierno nacional. Si bien, dichos manuales o guías propenden por la configuración o 
demostración del procedimiento correcto, no existe una concentración unánime de los diversos 
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conceptos o parámetros ya que existen innumerables guías y protocolos que podrían llegar a 
confundir en términos de vinculatoriedad.   
  
No obstante lo anterior, podríamos concluir diciendo que cuando se produce un daño viene 
precedido no porque automáticamente el riesgo se vislumbre en el momento de la transfusión, 
sino porque el hecho de impericia o poco cuidado sobre el procedimiento ha concluido en la 
aparición de aquel, configurándose de una u otra manera a efectos de endilgar responsabilidad, el 
nexo causal o lo que bien es lo mismo la relación estrecha entre el daño y el acto médico, que 
como se ha dicho pende de la lex artis o procedimiento correcto.  
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